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Expediente D-9990 



Concepto 5741
Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauraron los ciudadanos CHRISTIAN MIGUEL JAIMES VILLALOBOS Y DIANA LUCÍA ÁLVAREZ MOLANO, contra el numeral 4º (parcial) del artículo 1240 del Código Civil, subrogado por el artículo 9º de la Ley 29 de 1982, cuyo texto se transcribe a continuación, subrayando lo demandado:
“CÓDIGO CIVIL
[…]
Artículo 1240.— (Subrogado por la Ley 29 de 1982, artículo 9º). Son legitimarios:

1. Los hijos legítimos, adoptivos y extramatrimoniales personalmente, o representados por su descendencia legítima o extramatrimonial.

2. Los ascendientes.

3. Los padres adoptantes. 

4. Los padres de sangre del hijo adoptivo de forma simple”.                                                                 

1. Planteamiento de la demanda

Los accionantes consideran que la norma parcialmente demandada vulnera el artículo 13 de la Constitución Política. Como fundamento de lo anterior, aducen que la disposición censurada incurre en una omisión legislativa relativa toda vez que, sin justificación alguna, excluyó de su regulación a los ascendientes consanguíneos “del segundo grado (abuelos)”. 

En tal sentido, refieren que la norma dispone que a falta de descendientes únicamente los padres de sangre del hijo adoptivo en forma simple podrán ser legitimarios de éste, con lo cual se excluye de manera irrazonable a otros ascendientes consanguíneos como los abuelos de sangre que, en caso de que faltasen los padres biológicos, deberían -a juicio de los actores-, estar llamados a ser legitimarios.
La razón de fondo que esgrimen los actores para concluir que la calidad de legitimarios debe extenderse hacia los abuelos consanguíneos, estriba en que en virtud de la adopción simple -tal y como estaba regulada por el artículo 277 del Código Civil (reformado por la Ley 5º de 1975)- el adoptivo seguía haciendo parte de su familia de sangre, conservando en ella los derechos y obligaciones respectivos. Así las cosas, en concepto de los demandantes, si el hijo adoptivo en forma simple mantenía sus deberes y derechos con sus parientes consanguíneos, no encuentran motivo alguno que les impida a los abuelos de sangre ser legitimarios del adoptivo en forma simple, en caso de que faltaren los padres biológicos.
De manera complementaria, los actores afirman que la norma impugnada establece un trato discriminatorio entre “los abuelos de sangre del nieto adoptivo de forma simple y los abuelos del nieto simplemente consanguíneo, toda vez que aun estando en la misma clase y grado de parentesco […] respecto de sus nietos, aquellos no pueden ser legitimarios de sus nietos mientras que estos sí”.        
Finalmente, los actores señalan que a pesar de que la adopción de forma simple fue derogada por el artículo 353 del Código del Menor
 (Decreto 2737 de 1989), de acuerdo con el artículo 101 de dicha codificación, “se conservarían los efectos de las adopciones simples realizadas antes de entrar este [sic] en vigencia, salvo en los casos en que a petición del padre adoptante el juez de familia decretara la conversión de la adopción simple en plena”. Por lo anterior, los demandantes manifiestan que en la medida en que la disposición acusada sigue surtiendo efectos, se justifica un pronunciamiento de fondo con efectos retroactivos por parte de la Corte Constitucional, en el sentido de declarar la constitucionalidad condicionada de la norma, bajo el entendido que los abuelos consanguíneos del adoptivo de forma simple serán legitimarios a falta de los padres de sangre.   
 2. Problema jurídico

Corresponde establecer si el aparte demandado del numeral 4º del artículo 1240 del Código Civil, resulta contrario al derecho a la igualdad (art. 13 constitucional) e implica la existencia de una omisión legislativa relativa, al disponer que los padres de sangre del hijo adoptivo de forma simple, serán sus únicos legitimarios.  

3. Análisis de la norma acusada
Para emitir un concepto de fondo sobre el problema planteado, esta Jefatura considera que es preciso detenerse antes en dos aspectos centrales que podrían llevar a la conclusión según la cual lo procedente, en este caso, sería un pronunciamiento inhibitorio: la derogatoria de la institución de la adopción simple y la posibilidad de integrar ciertas disposiciones que no fueron acusadas por los actores. 

De conformidad con lo anterior, en un primer momento esta Vista Fiscal examinará si la Corte Constitucional es competente para pronunciarse sobre la disposición demandada, toda vez que, como los accionantes lo manifiestan, ésta ya fue derogada aunque continúa surtiendo efectos. Posteriormente, esta Jefatura se referirá a la posibilidad de integrar otras disposiciones que no fueron censuradas en la demanda, pero que podrían tener una íntima conexión con el artículo parcialmente impugnado. Finalmente, y en caso de que no proceda una decisión inhibitoria por parte de la Corte Constitucional en relación con estos dos aspectos, se analizará el fondo del caso, para lo cual se examinará si la interpretación que los actores realizan de la disposición acusada es razonable y se deduce efectivamente de ésta.       
3.1. La derogatoria de la institución de la adopción simple

Como la Corte Constitucional lo ha advertido reiteradamente, por regla general no es posible adelantar un control de constitucionalidad de una disposición derogada porque comparar una disposición que no existe con la Carta Política no tendría ninguna consecuencia práctica
. En suma, una norma derogada no tiene la potencialidad, en principio, de desconocer la Constitución. Ahora bien, esa regla general tiene una excepción que ha sido delineada por la jurisprudencia y que consiste en que si la norma derogada sigue produciendo efectos o tiene la capacidad de generarlos, sí  procedería el control por parte del juez constitucional.   
Estas consideraciones aplicadas al caso que se analiza permiten esbozar las siguientes conclusiones:
· Los actores consideran que la regulación de los legitimarios de los adoptivos de manera simple, quebranta el principio de igualdad. Como se recordará, esta forma de adopción era definida de la siguiente manera por el artículo 277 del Código Civil (modificado por la Ley 5º de 1975): “Por la adopción simple el adoptivo continúa formando parte de su familia de sangre, conservando en ella sus derechos y obligaciones” (resaltado fuera del original).
· La adopción simple fue una institución que se derogó en virtud del Decreto 2737 de 1989 (Código del Menor)
. Esto por cuanto (i) la adopción de forma simple, regulada por la Ley 5 de 1975
, fue sustituida por la adopción plena de acuerdo con los artículos 100
 y 103
 del Código del Menor; y (ii) el artículo 353 de ese Código dispuso expresamente que éste derogaba integralmente la Ley 5º de 1975. 
· Adicionalmente, esta derogatoria de la adopción simple se refuerza porque el Código de la Infancia y la Adolescencia
 (que derogó el Código del Menor según su artículo 217) reitera que uno los efectos que produce la adopción será que el adoptivo deja de pertenecer a su familia de sangre y, por lo tanto, se extingue todo parentesco de consanguinidad (art. 64.4). De este modo, el ordenamiento jurídico vigente establece la adopción plena como la única modalidad existente.   
· A pesar de lo anterior, la adopción simple continúa surtiendo efectos a la fecha: el artículo 101 del Código del Menor dispuso que las adopciones simples realizadas de conformidad con la Ley 5º de 1975 “[…] continuarán teniendo, bajo el imperio de este Código, los mismos efectos que aquélla otorgaba a las calificadas de simples […]”. De este modo, las personas que hubiesen sido adoptadas de manera simple y sus familiares, continuaban sometidos a la regulación prevista por la Ley 5º de 1975, salvo que el adoptante hubiese expresado su voluntad ante el juez de familia de que la adopción dejara de ser simple para convertirse en plena (art. 102 del Código del Menor).
De lo anterior se sigue que las adopciones simples efectuadas de acuerdo con la Ley 5º de 1975 continuarían surtiendo efectos, a pesar de la derogatoria de esa norma jurídica
 y, por lo tanto, que es procedente que la Corte Constitucional analice la constitucionalidad de la disposición demandada debido a que regula lo concerniente a los legitimarios del hijo adoptivo de forma simple.      
3.2. La necesidad de haber acusado otras normas y la posibilidad de efectuar una integración normativa

Uno de los requisitos mínimos que tienen los ciudadanos al momento de interponer una acción pública de inconstitucionalidad se refiere a que éstos deben señalar de manera precisa las disposiciones que acusan como inconstitucionales (art. 2º, num. 1º del Decreto 2067 de 1991). En tal virtud, al juez constitucional le está vedado, por regla general, integrar al estudio de constitucionalidad otras disposiciones que no fueron censuradas, puesto que esa labor significaría realizar un control de oficio, que le está vedado a la Corte Constitucional en aquellos eventos en los cuales el control sea rogado o por acción, como ocurre en este caso (art. 241.4 Superior)
. 
No obstante, y de manera excepcional, esa Corporación Judicial ha admitido la posibilidad de integrar de oficio algunas disposiciones no demandadas en tres eventos
: (i) cuando la demanda recae sobre una norma jurídica que por sí sola no tiene un contenido deóntico claro o unívoco, de tal modo que su aplicación e interpretación no puede efectuarse sin tener en cuenta otras disposiciones; (ii) si la norma impugnada se reproduce en otras normas no acusadas; y (iii) cuando la disposición censurada está intrínsecamente vinculada con otras disposiciones sobre las cuales, en principio, existen dudas sobre su constitucionalidad.   
Para esta Vista Fiscal, las consideraciones precedentes de cara al caso sub examine permiten inferir que el objeto sobre el cual recayó la demanda debió extenderse a otras normas no acusadas. En ese sentido, es preciso decir que los efectos sucesorales que implica la muerte del adoptivo de manera simple -regulados en el numeral 4º del artículo 1240 del Código Civil, para el caso de las legítimas en las sucesiones testadas-, se reproducen de una manera muy similar en los artículos 285 (inciso 2º)
  y 1046 (inciso 2º)
 del Código Civil, que se refieren a la sucesión ab-intestato. Así, estas últimas disposiciones interpretadas individualmente, parecerían reproducir la lectura que hacen los actores de la disposición impugnada: en caso de que el adoptivo simple no tenga descendientes, sólo los padres adoptantes y de sangre tendrán vocación hereditaria, vale decir, los demás ascendientes consanguíneos no podrán suceder en ningún caso al adoptivo simple.
En este punto surge una pregunta cardinal: ¿debe la Corte Constitucional integrar estas otras dos normas que no fueron censuradas? Una primera postura respondería este interrogante de manera negativa, con fundamento en la sentencia C-802 de 2009 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza). En esa oportunidad el actor demandó el numeral 3º del artículo 68 de la Ley 1098 de 2006, así como el inciso 1º del artículo 2º de la Ley 54 de 1990, referentes a la institución de la adopción. Sin embargo, la Corte Constitucional consideró que la demanda no cumplía con los requisitos mínimos que permiten activar el control judicial de constitucionalidad porque no se acusaron otras disposiciones que desarrollaban la adopción y que resultaban indispensables para tomar una decisión (arts. 64, 66 y 68 num. 5º de la Ley 1098 de 2006). 
A pesar de que a primera vista parecería ser que ese precedente es aplicable al presente caso, una segunda aproximación -que es la que acoge esta Vista Fiscal-, permite inferir que ese pronunciamiento tiene una particularidad que no se presenta en la demanda que se analiza: en esa oportunidad, si bien las normas que el actor no impugnó desarrollaban la misma institución que regulaban las disposiciones que sí censuró, es preciso afirmar que unas y otras reglaban supuestos bastante distintos y, por esa misma razón, el cargo esgrimido por el demandante no era plenamente aplicable a los dos conjuntos de disposiciones
. En tal virtud, el pronunciamiento inhibitorio era procedente en la medida en que, dado que la argumentación del demandante no cubría ni despertaba una duda sobre la constitucionalidad de las disposiciones no demandadas, la Corte Constitucional no podía “construir” el cargo del actor.  
En este caso, sin embargo, la disposición acusada (art. 1240, num. 4 del Código Civil) se encuentra intrínsecamente relacionada
 con los artículos que no fueron objeto de la demanda (arts. 285 y 1046 del Código Civil), a tal punto que el motivo de reproche contenido en la acción es plenamente aplicable a estas últimas disposiciones. En efecto, el conjunto de normas referidas parten de un supuesto común de cara a los efectos sucesorales del hijo adoptivo de manera simple que no tiene descendencia, ni padres: no mencionan de manera expresa a los abuelos de sangre como sujetos con vocación hereditaria, bien sea en las sucesiones intestadas o con testamento. En ese orden de ideas, la integración se impone porque (i) no es preciso construir el cargo que los actores formulan contra el artículo 1240, sino que, por el contrario, este mismo razonamiento es plenamente aplicable a las demás normas no señaladas como inconstitucionales; (ii) en virtud del principio pro actione es posible hacer la integración sin alterar, modificar o desvirtuar de manera esencial la demanda y, al mismo tiempo, el órgano encargado de decidir no debe realizar un control de oficio porque con el cargo esbozado en la acción es posible estudiar los artículos 285 y 1046 del Código Civil; y (iii) un pronunciamiento de fondo sobre la norma acusada necesariamente impone un pronunciamiento uniforme respecto de los artículos no censurados.  
Por todo lo dicho anteriormente, este concepto se referirá a la constitucionalidad de los artículos 285 (inciso 2º), 1046 (inciso 2º) y 1240 (num. 4º) del Código Civil.  
3.3. El análisis de fondo
Para poder emitir un pronunciamiento de fondo sobre las disposiciones analizadas, esta Jefatura considera oportuno referirse, en un primer lugar, al alcance de las mismas. Esta aproximación conceptual es relevante debido a que, dadas las particularidades y detalles que reviste la adopción simple, es indispensable delimitar sus principales características para poder determinar si es adecuada la interpretación que realizan los actores de las normas examinadas. 

3.3.1. La adopción simple 

De una manera muy breve, y para los efectos de este concepto, es posible decir que son dos los elementos que distinguen la adopción simple de cara a la adopción plena (que es la única forma de adopción que existe hoy en día en Colombia): (i) el hijo adoptivo de forma simple no corta sus lazos de parentesco con su familia de sangre, por lo cual conserva con ella sus derechos y obligaciones (art. 277 del Código Civil); y (ii) la adopción de manera simple establece relaciones de parentesco entre el adoptante, el adoptivo y sus hijos (art. 279 del Código Civil), es decir, no se generan vínculos con los parientes de sangre del adoptante.
Ahora bien, de conformidad con estos lineamientos y a diferencia de lo que ocurre con la adopción plena, en caso de que el adoptivo de manera simple fallezca y no tenga descendencia, se observarán las siguientes reglas: 

· En el caso de las sucesiones intestadas, lo sucederán en partes iguales los padres adoptantes y los padres de sangre. En caso de que los padres de sangre hayan fallecido, los padres adoptivos ocuparán su lugar (arts. 285 y 1046
 del Código Civil)
. 
· Por otro lado, en el caso de las sucesiones testadas, a partir de una lectura literal y aislada del numeral 4º del artículo 1240 del Código Civil, podría pensarse que las legítimas
 sólo podrían asignarse a los padres de sangre. Sin embargo, una interpretación conjunta de esa disposición con el artículo 1241 de esa misma Codificación, permiten concluir que esto no necesariamente es así. En efecto, esa última norma dispone que los legitimarios previstos en el artículo 1240 “concurren y son excluidos y representados según el orden y las reglas de la sucesión intestada”. Como se observa, el artículo 1240 demandado, al contrario de lo que suponen los actores, no establece las reglas sobre los órdenes sucesorales que deben observarse para el caso de los legitimarios, sino que simplemente enuncia quiénes son legitimarios. Así las cosas, el orden sucesoral de estos legitimarios se rige por las disposiciones de la sucesión intestada  que se explicaron en el punto inmediatamente anterior (art. 1241 del Código Civil). 

3.3.2. La interpretación de los actores no se deduce de las normas analizadas
En concepto de esta Vista Fiscal, la lectura que realizan los demandantes no se infiere de las disposiciones examinadas porque, como se verá, parte de una interpretación aislada y enteramente subjetiva de las mismas. Por esa razón, se impone un pronunciamiento inhibitorio, puesto que el cargo no es cierto: recae sobre una proposición irreal e inexistente y, en ese sentido, no existe oposición alguna entre la Constitución y las normas jurídicas examinadas
. 
En ese sentido, y de acuerdo con el panorama normativo expuesto en el punto anterior, cabría preguntarse lo siguiente respecto de las sucesiones testadas y ab-intestato (que como se vio comparten las mismas reglas sobre los órdenes sucesorales): ¿es cierto -como lo afirman los actores- que de las normas analizadas se concluye que únicamente los padres de sangre y los padres adoptantes están llamados a suceder al hijo adoptivo de forma simple que no tiene descendencia?

Para responder esta pregunta es preciso distinguir varios escenarios: 
(i) En primer término, es posible afirmar que, sin lugar a dudas, los padres de los adoptantes del adoptivo simple no están llamados a sucederlo toda vez que, según el artículo 277 del Código Civil, la adopción simple únicamente establece relaciones de parentesco civil con los padres adoptantes. En consecuencia, como no existen relaciones parentales con los padres de los adoptantes de forma simple, no es posible que éstos puedan suceder al adoptivo simple
.     
(ii) En caso de que falten los padres adoptantes, sucederán al adoptivo simple los padres de sangre. En sentido contrario, si han fallecido los padres de sangre heredarán los padres adoptivos (arts. 285, inciso 2º y 1046 del Código Civil)
. Esto es así, por cuanto el artículo 1046 del Código Civil prevé que en caso de que el causante no deje posteridad, le sucederán “sus ascendientes de grado más próximo”. Dado que en cualquiera de las dos hipótesis planteadas hay al menos un padre (biológico o adoptante), se concluye que este es el ascendiente más próximo y, por lo tanto, excluye a otros antecesores como los abuelos de sangre. 
(iii) Finalmente, en caso de que de manera previa al deceso del adoptivo simple hubiesen fallecido tanto sus padres biológicos como los adoptantes, es posible dar dos respuestas, dependiendo del método de interpretación que se acoja:

En primera medida, una lectura literal y aislada del artículo 1046 del Código Civil
 (como la que se pretende adelantar en líneas generales en la demanda) llevaría a la conclusión de que únicamente los padres de sangre y los adoptantes serían los llamados a suceder al adoptivo de manera simple. Así, dado que en la hipótesis propuesta estos ya han fallecido, no sería posible que, por ejemplo, los abuelos de sangre del adoptivo tuviesen vocación hereditaria porque esa norma jurídica no los menciona explícitamente. 
Sin embargo, una lectura sistemática de las diversas disposiciones que regulan la adopción de manera simple llevaría a un resultado contrario. Para efectos de sustentar esta conclusión, es oportuno citar las distintas normas relevantes, resaltando los apartados y signos de puntuación pertinentes: 

· Artículo 277 del Código Civil (modificado por la Ley 5º de 1975): “Por la adopción simple el adoptivo continúa formando parte de su familia de sangre, conservando en ella sus derechos y obligaciones” (negrillas fuera del original).
· Artículo 279 del Código Civil (modificado por la Ley 5º de 1975): “La adopción plena establece relaciones de parentesco entre el adoptivo, el adoptante y los parientes de sangre de éste.

La adopción simple solo establece parentesco entre el adoptante, el adoptivo y los hijos de éste” (resaltado añadido).
· Artículo 1046 del Código Civil (modificado por la Ley 29 de 1982, artículo 5º): “Si el difunto no deja posteridad, le sucederán sus ascendientes de grado más próximo, sus padres adoptantes y su cónyuge. La herencia se repartirá entre ellos por cabezas. 

No obstante, en la sucesión del hijo adoptivo en forma plena, los adoptantes excluyen a los ascendientes de sangre; en la del adoptivo en forma simple, los adoptantes y los padres de sangre recibirán igual cuota” (las negrillas y el subrayado, tanto de las palabras como del signo de puntuación, son añadidos). 

· Artículo 1047 del Código Civil (modificado por la Ley 29 de 1982, artículo 6º): “Si el difunto no deja descendientes ni ascendientes, ni hijos adoptivos, ni padres adoptantes, le sucederán sus hermanos y su cónyuge. La herencia se divide la mitad para éste y la otra mitad para aquellos por partes iguales […]” (resaltado fuera del original). 
De las disposiciones transcritas puede deducirse que si el adoptivo de forma simple continúa con las relaciones de parentesco con su familia de sangre, conservando todos los derechos y obligaciones que ello implica, puede decirse sin lugar a dudas que los efectos sucesorales deben mantenerse. Como consecuencia de lo anterior, en el evento en el que el adoptivo simple no tenga descendencia ni padres (biológicos o adoptivos), podrán sucederlo sus ascendientes más próximos, esto es, sus abuelos de sangre
.
Por lo expresado anteriormente, la interpretación que realizan los actores no es cierta y, por lo tanto, no existe una verdadera proposición normativa que pueda ser comparada con el texto constitucional. Por esa misma razón, es posible advertir que no se configura una omisión legislativa relativa porque no se cumple con uno de los requisitos delineados por la jurisprudencia para el efecto: la existencia de una norma que excluya de sus consecuencias jurídicas supuestos semejantes que deberían estar previstos en la disposición respectiva
. En tal virtud, dado que el Legislador no incumplió con el deber de regular el supuesto que los actores echan de menos, no puede decirse que exista una inactividad que genere una exclusión injustificada en relación con los abuelos biológicos del adoptivo de manera simple
.           
4. Conclusión
En razón de lo anterior, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que se declare que se declare INHIBIDA para pronunciarse sobre la constitucionalidad de las expresiones demandadas del numeral 4º del artículo 1240 del Código Civil, así como de los artículos 285 (inciso 2º) y 1046 (inciso 2º) de esa misma codificación. 
De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/VBR
� Derogatoria reiterada más recientemente por el artículo 64 de la Ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia). 


� Ver entre otras, las sentencias C-1287 de 2001 (M.P. Marco Gerardo Monroy) y C-775 de 2010 (M.P. Jorge Ignacio Pretelt).  


� Esta conclusión no sólo se deduce del Código del Menor, sino también de la doctrina. Sobre el particular véase a Roberto Suárez Franco, Derecho de Familia, Tomo II, Editorial Temis, Bogotá D.C., 1999, p. 119, quien afirma que a partir de la vigencia de esa codificación: “[d]esaparece la clasificación prevista por la Ley 5º entre adopción simple y adopción plena para consagrar la adopción, a secas, que viene a corresponder a la denominada adopción plena”.  En el mismo sentido ver a Avelino Calderón Rangel, Lecciones de Derecho Hereditario, Editorial UNAB, Bucaramanga, 2001, p. 112. 


� Los antecedentes legislativos de la adopción de forma simple se encuentran en las siguientes normas jurídicas: (i) artículo 50 del Código Civil; (ii) artículo 286 del mismo Código, modificado por la Ley 140 de 1960 (Ley derogada a su turno por el artículo 13 de la Ley 5º de 1975); y (iii) Ley 5º de 1975 que modificó varios artículos del Código Civil. Como se observa, la última disposición jurídica que reguló la institución fue la Ley 5º de 1975. La transformación legislativa que sufrió a lo largo de su existencia la adopción de manera simple puede verse en la sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, del 3 de noviembre de 2004 con radicado 19440 (M.P. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo).  


� Esta norma establecía lo siguiente: “La adopción establece parentesco civil entre el adoptivo, el adoptante y los parientes consanguíneos o adoptivos de éste”. Como se observa, esta disposición dispone que en virtud de la adopción, el adoptivo establece vínculos de parentesco con el adoptante y con sus parientes, esto es, corta todas sus relaciones de parentesco con sus familiares de sangre. La adopción simple establecida en la Ley 5º de 1975 (que modificó entre otros el artículo 277 del Código Civil) tenía como elemento esencial justamente una característica contraria a la que reviste la adopción plena: “el adoptivo continúa formando parte de su familia de sangre, conservando en ella sus derechos y obligaciones” (negrillas fuera del original).   


� Artículo 103 del Código del Menor: “A partir de la vigencia del presente Código, eliminase la figura de la adopción simple y, en consecuencia, los procesos respectivos que no hubieren sido fallados se archivarán […]”.


� Ley 1098 de 2006. 


� La Corte Constitucional arribó también a esta conclusión en la Sentencia C-831 de 2006 (M.P. Rodrigo Escobar Gil): “[…] es evidente que en la actualidad subsisten adopciones simples realizadas antes de la entrada en vigencia del Código del Menor y según lo establecido en la Ley 5ª de 1975, en cuyo caso el hijo adoptivo conserva sus vínculos de sangre y tiene parentesco civil únicamente con el adoptante. En estos eventos […] resulta claro que el hijo adoptado en forma simple tiene una situación jurídica consolidada […]”. 


� Cfr. Sentencia C-802 de 2009 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza). En esa misma providencia se señala acertadamente que esa actuación, además, quebrantaría el debido proceso que debe observarse en este tipo de trámites porque esto supondría “privar a los ciudadanos del derecho de intervenir para impugnar o defender las disposiciones sobre las que habrá de recaer el pronunciamiento de la Corte. Tampoco se permitiría la participación de las autoridades concernidas, ni la del ministerio público. Incluso los conceptos científicos solicitados por la Corte verían limitado su alcance, si se han solicitado a partir de -y por consiguiente recaen sobre- las disposiciones inicialmente demandadas y no sobre aquellas otras a las que la Corte decidiese extender su pronunciamiento”.  


� Ibídem. Así mismo, el artículo 6º del Decreto 2067 de 1991, le da la posibilidad a ese Tribunal de integrar normas no acusadas, por cuenta de la existencia de una unidad normativa. 


� Artículo 285 del Código Civil: “El adoptante en la adopción plena tiene en la sucesión del adoptivo los derechos hereditarios que les hubieran podido corresponder a los padres de sangre. En la adopción simple el adoptante recibirá la cuota que corresponda a uno de aquellos. A falta de padres de sangre, ocupará el lugar de éstos” (subrayado fuera del original).


� Artículo 1046 del Código Civil: “Si el difunto no deja posteridad, le sucederán sus ascendientes de grado más próximo, sus padres adoptantes y su cónyuge. La herencia se repartirá entre ellos por cabezas. 


No obstante, en la sucesión del hijo adoptivo en forma plena, los adoptantes excluyen a los ascendientes de sangre; en la del adoptivo en forma simple, los adoptantes y los padres de sangre recibirán igual cuota” (subrayado fuera del original).


� En ese sentido, los actores acusaron los artículos 68 (num. 3º) de la Ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia) y 1º de la Ley 54 de 1990, bajo el argumento de que existía una discriminación puesto que, en su concepto, se excluían injustificadamente a las parejas del mismo sexo de la posibilidad de adoptar de manera conjunta. No obstante, según la Corte debió demandar también los artículos 64, 66 y 68 (num. 5º) que regulan una hipótesis distinta: la posibilidad de adoptar un menor de edad por parte del compañero o compañera permanente del progenitor biológico del niño, vale decir, no conjunta. Como se refiere en la sentencia C-802 de 2009 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza), era necesario que el actor integrase este conjunto de normas porque a pesar de que estaban relacionados, tenían “notables diferencia [sic] fácticas [. Además,] los disímiles problemas jurídicos que se derivan de las mismas, así como el hecho de que esas hipótesis no son claramente discernidas por los intervinientes, muchos de los cuales no aluden a alguna de ellas […] inclinan a la Corte por una decisión inhibitoria, que, como se ha dicho, es la que mejor garantiza el debido proceso”.        


� Causal segunda de integración normativa por parte del juez constitucional según la Sentencia C-802 de 2009 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza).


� Este artículo del Código Civil fue modificado por el artículo 5º de la Ley 29 de 1982.


� En ese mismo sentido se pronuncia Suarez Franco quien señala que “cuando al adoptivo con adopción simple le sobrevivan sus padres de sangre y sus adoptantes, la herencia se dividirá en dos partes: una para los padres de sangre y otra para los adoptantes”. Cfr. Roberto Suárez Franco, Sucesiones,  Editorial Temis, Bogotá, 2001, p. 146.


� Como es bien sabido las legítimas son asignaciones forzosas que establece la Ley en favor de ciertas personas llamadas legitimarios (arts. 1226 y 1239 del Código Civil).


� Cfr. Sentencia C-1052 de 2001 (M.P. Manuel José Cepeda E.). 


� En esa misma línea se pronunció la Corte Constitucional en la sentencia C-831 de 2006 (M.P. Rodrigo Escobar Gil) al excluir de la vocación sucesoral a los ascendientes de los padres adoptantes del adoptivo simple, toda vez que no tienen ningún parentesco. 


� Esa misma lógica se encuentra en la doctrina que ha expresado: “¿qué sucede si le sobreviven [al adoptivo de forma simple] uno de los padres de sangre y los dos adoptantes, o viceversa, uno de los adoptantes y los dos padres de sangre? ¿Se dividirá la herencia por mitad y se entregará una de estas a los padres de sangre y la otra al adoptante, o una al padre de sangre y la otra a los adoptantes? Para suplir la falta de claridad de la norma deberá recurrirse a una sana equidad, cual es la de dividir la herencia en tres partes, asignándole a cada uno de los supérstites su cuota. Tal distribución tiene su fundamento jurídico en el artículo 277 de la ley 5º de 1975 [sic], según el cual el adoptivo con adopción simple, aunque entra en una nueva familia permanecen sus derechos y obligaciones con su familia de sangre”. Roberto Suárez Franco, Sucesiones, ob. cit., p. 146.  


� El artículo 1046 del Código Civil (modificado por la Ley 29 de 1982, artículo 5º) establece: “Si el difunto no deja posteridad, le sucederán sus ascendientes de grado más próximo, sus padres adoptantes y su cónyuge. La herencia se repartirá entre ellos por cabezas. No obstante, en la sucesión del hijo adoptivo en forma plena, los adoptantes excluyen a los ascendientes de sangre; en la del adoptivo en forma simple, los adoptantes y los padres de sangre recibirán igual cuota” (subrayado fuera del texto original).


� Un entendimiento similar se acogió por parte de la Corte Constitucional en la sentencia C-831 de 2006 (M.P. Rodrigo Escobar Gil): “según lo establecido en la Ley 29 de 1982, al hijo adoptivo [de manera simple] que muere sin descendencia le suceden, en iguales cuotas, tanto los padres adoptantes, como la familia consanguínea”. Aunque este apartado no era la ratio decidendi de esa providencia, sí es ilustrativo al menos en el sentido de advertir que los vínculos del adoptivo simple se mantienen con su familia biológica.


� Cfr. Sentencia C-895 de 2012 (M.P. María Victoria Calle).     


� Por ese mismo motivo, tampoco se cumplen los demás requisitos de la omisión relativa que tienen como presupuesto la existencia de una exclusión legislativa de un supuesto de hecho asimilable a las hipótesis que la norma acusada sí reguló: que la exclusión no tenga un principio de razón suficiente, que genere una desigualdad negativa frente a los casos que sí fueron regulados y que la omisión sea producto del incumplimiento del Legislador de un deber específico impuesto por la Constitución.
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